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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 19 de octubre de octubre de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone reformar a la fracción XIV del artículo 42, y agregar las 

fracciones XIV y XV del mismo artículo, así como la adición del artículo 

66 bis de la Ley de Contrataciones Públicas para el Estado de 

Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 12 de 

octubre de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

ordinaria número 35, celebrada el 12 de octubre de 2023, se dio cuenta 

al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 39, celebrada el 19 de 

octubre de 2023, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno de este Tribunal procede, en 

forma respetuosa, a emitir opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo 

parlamentario del «Partido Revolucionario Institucional», para reformar 

la fracción XIV del artículo 42, y agregar las fracciones XIV y XV del 

mismo artículo, así como la adición del artículo 66 bis de la Ley de 

Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato, y que en lo 

esencial hace referencia a los argumentos que a continuación se 

exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Objetivo y contenido de la iniciativa: 

l. Objetivo y contenido de la iniciativa: 

La iniciativa en estudio propone adicionar la Ley de 

Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato, en su artículo 

42 con dos supuestos de impedimentos para participar en los 

procedimientos de contratación a que se refiere esta Ley, así como 

adicionar el artículo 66 Bis, estableciendo que la omisión o 

incumplimiento de cualquier requisito solicitado en bases será motivo 

de descalificación, señalando además algunos supuestos en los que 

no procederá la descalificación, así como la obligación de la 

convocante para fundar y motivar su decisión en este tema. 

II. En cuanto a la propuesta, en lo general: 

La Secretaría de la Función Pública, ha definido a la contratación 

como: 

‘’El conjunto de procedimientos establecidos para la adquisición 

de bienes y servicios por personas, empresas u organizaciones, desde 

la evaluación de las necesidades iniciales hasta la concesión del 

contrato y la provisión del servicio’’. 
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Igualmente, se ha destacado que el objetivo principal de una 

contratación pública es la entrega correcta y de manera oportuna de 

bienes, obras y servicios, procurando un uso eficiente de los recursos 

públicos. 

Por otro lado, la Organización Mundial del Comercio (OMC), ha 

señalado que la contratación pública representa en promedio el 10-

15% del Producto Interno Bruto (PIB) de una economía, constituyendo 

un mercado significativo, mismo que al llevarse a cabo de forma 

transparente, permite la optimización de recursos y el mayor alcance y 

provecho en los objetivos planteados por los Estados.  

Dicho lo anterior, se desprende, que la importancia de las 

contrataciones públicas deriva del hecho de que representan una de 

las principales actividades en los Estados de Derecho modernos, por lo 

cual, se deben de llevar a cabo bajo una óptica de cumplimiento a los 

principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia, 

imparcialidad y honradez, aludiendo a las mejores prácticas 

nacionales e internacionales, así como las tecnologías de la 

información y comunicación. 

II. En cuanto a la propuesta, en lo particular: 

Con relación a los supuestos que se proponen adicionar al artículo 

42: 

1. Se estima pertinente la verificación de los requisitos 

correspondientes de quienes intervienen en procedimientos de 

contratación pública.  
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Aunado a lo anterior, en cuando a la observancia de 

responsabilidades administrativas, en el artículo 43 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato, se 

establece que existirá una Plataforma digital estatal que incluirá los 

datos de los servidores públicos que intervengan en procedimientos 

para contrataciones públicas, ya sea en la tramitación, atención y 

resolución para la adjudicación de un contrato, otorgamiento de una 

concesión, licencia, permiso o autorización y sus prórrogas, etc. De 

igual forma, el artículo 44 señala que el Comité Coordinador del 

Sistema Estatal Anticorrupción expedirá un protocolo de actuación 

que la Secretaría de Transparencia y Rendición de Cuentas del Poder 

Ejecutivo y los Órganos internos de control implementarán y que 

deberá de ser cumplido por los servidores públicos inscritos en la 

Plataforma digital estatal, y deberán de supervisar la ejecución de los 

procedimientos de contratación pública por parte de los contratantes 

para garantizar que se lleva a cabo en los términos de las disposiciones 

en la materia. Como se puede vislumbrar, existen actualmente diversos 

mecanismos para observar que las contrataciones públicas no sean 

llevadas a cabo por contratantes que cuenten con responsabilidades 

administrativas y estén en cumplimiento con las disposiciones 

normativas correspondientes.  

En cuanto a la regulación en el tema en otras entidades, se cuenta 

con el ejemplo de la Ley de Contratación Pública del Estado de México 

y Municipios, la cual en el artículo 74, fracción XVI, señala que se 

abstendrán de recibir propuestas o de celebrar contratos con los 

proveedores, contratistas o particulares, sujetos a procedimiento por 

responsabilidad administrativa resarcitoria, con independencia de que 
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se afecten recursos económicos del Estado o de los concertados o 

convenidos con la Federación y los municipios, que se traduzcan en 

daños y perjuicios causados a la Hacienda Pública del Estado, del 

Municipio o al patrimonio de sus Organismos Auxiliares y Fideicomisos 

Públicos. Igualmente, la fracción XVll señala que se abstendrán de 

recibir propuestas de los proveedores, contratistas o particulares, a 

quienes se les haya impuesto responsabilidad administrativa 

resarcitoria, entre tanto no realicen la indemnización respectiva.  

2. Se hace mención que los municipios del Estado no son sujetos 

de la Ley de Contrataciones en análisis, por lo que no le son aplicables 

sus disposiciones; y tales supuestos que se pretenden adicionar refieren 

a las resoluciones de las autoridades competentes de los municipios, 

así como al daño causado por los proveedores a la administración 

municipal.  

De esta manera, se le estarían dando potestades a las autoridades 

competentes de la administración municipal para impedir que los 

particulares participen en los procedimientos de contratación que 

regula esta Ley, aun cuando los municipios no sean sujetos de esta. Es 

decir, el municipio en la aplicación de su normativa estaría 

sancionando a un particular impidiendo su participación en 

procedimientos de contratación por incurrir en alguno de los supuestos 

establecidos para ello y que tal sanción abarque no solo los 

procedimientos regulados por su normativa sino además a los 

procedimientos que establece la Ley en análisis.  
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Con relación al artículo 66 Bis de la iniciativa: 

Es importante señalar que las fracciones V y VIII del artículo 70 de 

la vigente Ley de Contrataciones Públicas para el Estado de 

Guanajuato ya establece la atribución de los comités de adquisiciones, 

enajenaciones, arrendamientos y contratación de servicios que 

establezcan los poderes del estado y los organismos autónomos para 

desechar las ofertas técnicas y las ofertas económicas que hubieren 

omitido alguno de los requisitos o lineamientos establecidos en las 

bases de la licitación. 

De la misma manera, la fracción XI del mismo artículo 70, vigente 

en la actualidad, dispone que dichos comités levantarán acta 

circunstanciada de la celebración del acto de presentación y apertura 

de ofertas en la que se hará constar entre otras circunstancias, las 

ofertas aceptadas y sus importes, así como las ofertas desechadas y su 

causa.  

En el mismo sentido, el artículo 137 del Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, 

establece en su fracción VI, que uno de los elementos de validez del 

acto administrativo es estar debidamente fundado y motivado.  

Finalmente, el artículo 72 de la actual Ley de Contrataciones 

Públicas para el Estado de Guanajuato, establece: La inobservancia 

por parte de los licitantes respecto a condiciones establecidas por la 

convocatoria y las bases que tengan como propósito facilitar la 

presentación de las ofertas y agilizar la conducción de los actos de la 

licitación, o de cualquier otro requisito de forma cuyo incumplimiento 
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por sí mismo, no afecte la solvencia de las ofertas, no será motivo para 

desecharlas.  

Por lo que se recomienda revisar la conveniencia de adicionar el 

artículo 66 Bis a la Ley en comento, toda vez que tales disposiciones se 

encuentran hoy previstas en las disposiciones normativas referidas. 

Además de lo anterior, se menciona que ya existen actividades y 

programas a efecto de promover las buenas prácticas en la materia y 

prevenir prácticas de corrupción. Por ejemplo, la Secretaría de la 

Función Pública lanzó un programa de integridad empresarial con el 

objetivo de identificar a empresas con un comportamiento ético y 

replicar buenas prácticas.  

No debe pasar desapercibido que la administración pública debe 

de coordinarse con las empresas en la promoción de acciones contra 

la corrupción y el fomento en el sector público y privado de programas, 

planes o principios que coadyuven en la prevención de prácticas 

corruptas. 

Llevando a cabo un ejercicio de Derecho Comparado, algunos 

países que han incorporado mejores prácticas en contrataciones 

públicas son los de Asia-Pacífico, reportando aplicaciones legales y 

regulatorias de los Estándares de Transparencia, incluidas aquellas 

relacionadas con las compras públicas. Por otro lado, Estados Unidos 

de América, cuenta con un portal de contrataciones públicas, en el 

que proporciona información completa sobre todas las contrataciones 

federales, subvenciones, préstamos y otros gastos del gobierno 

estadounidense, y estas pueden ser buscadas por fecha, tipo de 
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contratación, nombre de la entidad contratante y el contratista, tipo 

de bienes y servicios adquiridos. 

 

 

 


